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Venezuela llegó a 2021 como un Estado de hecho forjado por instituciones que, a lo
largo de estas dos últimas décadas, se han levantado a contracorriente de la
Constitución; ello les ha permitido a las autoridades del partido de Gobierno
atornillarse cada vez más en el poder, además de imponer su modelo político de
manera definitiva.

Este proceso de resquebrajamiento institucional, como se ha denunciado de forma
reiterada, se vio acelerado desde que la oposición ganó las elecciones
parlamentarias en diciembre de 2015, momento a partir del cual el Gobierno de
Nicolás Maduro descargó su artillería para impedir y neutralizar el funcionamiento
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del Legislativo, así como reforzar el control en todos los ámbitos de la vida de los
ciudadanos y la consecuente eliminación de sus derechos y garantías
constitucionales.

Hoy día se ha eliminado toda sujeción o subordinación de las instituciones a las
normas constitucionales y tratados internacionales de derechos humanos vigentes
en Venezuela. De hecho, el Ejecutivo nacional está por encima del resto de los
poderes públicos, gracias a que el Tribunal Supremo de Justicia (TSJ) le ha permitido
hacerse con el poder absoluto, gracias a las decisiones de la Sala Constitucional que
difieren en gran medida del contenido y espíritu de la Carta Magna.

Para describir la realidad institucional fáctica que existe en Venezuela, basta con
reseñar algunas de las situaciones que se han producido a lo largo de este período,
que no solo representan un quebrantamiento al orden constitucional, sino que ha
llevado a la creación de una organización estatal paralela y desnaturalizada que
choca abiertamente con la plataforma organizativa y funcional contemplada en la
Constitución, con el propósito de que el Ejecutivo gobierne sin ningún tipo de control
ni obstáculo.

Nombramiento exprés de los magistrados del TSJ

La designación de las altas autoridades del máximo tribunal del país ha estado al
margen del texto constitucional en el mismo momento en que el chavismo comenzó
a gobernar desde 1999. Sin embargo, en 2015 llegaría a su cenit cuando la
Asamblea Nacional, dominada por el oficialismo y que estaba por culminar sus
funciones, designó trece magistrados principales y veinte suplentes, obviando los
pasos contemplados en la Constitución y la legislación que rige al TSJ.

Como si lo anterior no fuera suficiente de los treinta y dos magistrados principales
del Tribunal Supremo de Justicia, nombrados desde 2010, muy pocos cumplen con el
mínimo de los requisitos exigidos para ocupar dichos cargos. Esta maniobra sería
una de las acciones clave del Gobierno de Nicolás Maduro, pues al controlar el TSJ se
ha garantizado la estabilidad y permanencia en el cargo.

Un tercio de los treinta y dos magistrados del TSJ fueron funcionarios del Gobierno o
tienen parientes en el mismo, mientras que solo dos se han opuesto a decisiones
que favorecen abiertamente a los intereses del Gobierno.

Designación irregular de los rectores del CNE



Otro ejemplo notorio de violación del texto constitucional se presenta cuando, de
manera ilegítima, el alto tribunal del país ha decidido durante los últimos diecisiete
años asumir la designación de los miembros del Consejo Nacional Electoral (CNE),
por encima de lo dispuesto en el artículo 296 constitucional, que establece la
designación de los rectores corresponde a la AN por el voto de 2/3 de sus
integrantes.

Desde 2003 la Sala Constitucional se ha dado a la tarea de nombrar a todos los
rectores del CNE, tanto principales como suplentes, una práctica que se repetiría en
2005 tras una renovación parcial de sus miembros, y luego en las designaciones
correspondientes a 2014 y 2016; tan solo en dos oportunidades la designación fue
realizada por el Parlamento (2006 y 2009).

Por si todo esto fuera poco, en 2020 la Sala también tomaría en sus manos el control
absoluto de esta función, tras nombrar y juramentar de forma exprés a los cinco
miembros principales y diez suplentes del organismo, con miras a garantizar el
control gubernamental en las elecciones parlamentarias celebradas el 6 de
diciembre de ese mismo año, en las que la alianza del Gran Polo Patriótico se
impondría cómodamente por más de 67% de los votos.

Gracias a esta práctica la Sala Constitucional se ha apoderado de la administración
electoral, imponiendo un CNE de dominio partidista y partidario a los intereses del
Gobierno nacional.

Designación arbitraria del Consejo Moral Republicano

Otra situación preocupante es la designación de los miembros del Consejo Moral
Republicano (Defensoría del Pueblo, Ministerio Público y Contraloría General de la
República), realizada sin cumplir las pautas establecidas en la Constitución.

Desde que Hugo Chávez asumió el poder en 1999 buscó dominar a todos los
poderes públicos del país, y la Asamblea Nacional Constituyente (ANC) fue una pieza
clave para ello. La ANC estuvo sometida a los designios del desaparecido presidente,
y bajo la excusa de que era supraconstitucional impuso a las autoridades de cada
uno de los órganos que componen al novísimo Poder Ciudadano, sin importar lo que
decía el texto fundamental.

Idéntica situación se planteó cuando la AN electa en el año 2000 impulsó una ley
para la elección de los miembros de los poderes públicos, en la cual quedarían



excluidos los representantes de los sectores organizados de la sociedad civil, en
franca violación del artículo 279 de la carta constitucional. Esto le ha permitido al
Palacio de Miraflores tener bajo su control a esta rama del Poder Público,
responsable, entre otros aspectos, de la investigación criminal, de la lucha contra la
corrupción y de la defensa de los derechos humanos.

Estos cambios cobrarían un peso mayor en 2017, cuando la ANC convocada por
Maduro, sin seguir el procedimiento constitucional y usurpando la facultad exclusiva
del soberano a fin de neutralizar a la AN, decidió nombrar a los titulares de la
Defensoría del Pueblo, el Ministerio Público y la Contraloría General de la República.

Hay que destacar que a los pocos días de su instalación la ANC destituyó a la fiscal
general, Luisa Ortega Díaz, y nombró al defensor del Pueblo, Tarek William Saab
como encargado del Ministerio Público y a su adjunto como defensor sustituto, luego
de que la exfiscal cayera en desgracia con el Gobierno nacional por sus
declaraciones contra el TSJ por las sentencias 155 y 156 de la Sala Constitucional,
que habían despojado a la AN de sus facultades y la declaraban en desacato.

Elecciones fraudulentas de 2017, 2018 y 2020

Otro caso irregular que deja en total evidencia la configuración de un Estado de
hecho es la celebración de procesos electorales en el país durante los años 2017,
2018 y 2020 al margen de la Constitución y de los estándares internacionales, a
través de procedimientos arbitrarios empleados por un CNE que, de manera
indiscutible, favoreció al partido gobernante en detrimento de la oposición, de la
voluntad de los electores y de la alternabilidad democrática.

La elección de la Constituyente (julio 2017); las de gobernadores (octubre 2017) y
alcaldes y concejos municipales (diciembre 2017); la elección presidencial y de
representantes a los consejos legislativos de los estados (mayo 2018); y la reciente
elección parlamentaria (diciembre 2020), estuvieron marcadas por distintas
violaciones constitucionales y legales, tales como la ilegalización e intervención
judicial de los partidos de oposición, la inhabilitación de dirigentes opositores, el
chantaje con las cajas de alimentos de los Comités Locales de Abastecimiento y
Producción (CLAP), la instalación de los puntos rojos cerca de los centros de votación
para que los electores pasaran a chequearse con el llamado Carnet de la Patria; y la
modificación del sistema electoral.



Dichas acciones afectaron la transparencia, integridad e imparcialidad de estos
comicios y han puesto en tela de juicio la legitimidad de las autoridades electas. Por
ello, no era ninguna sorpresa que el Partido Socialista Unido de Venezuela (PSUV)
arrasara en todas las elecciones, incluso que el propio Maduro fuera reelegido como
presidente en un proceso marcado por una serie de ilícitos electorales, al ser
convocado por la ANC de manera adelantada y en una fecha contraria a la tradición
democrática de Venezuela, aparte de juramentarse de forma ilegítima ante el TSJ,
instancia que carece de competencia para juramentar funcionarios electos por
votación popular.

Especial mención merece lo sucedido en las parlamentarias del 6 de diciembre de
2020, diseñadas a la medida de los intereses políticos del Gobierno de Maduro por
parte del CNE, incumpliendo los estándares mínimos para garantizar un proceso
equitativo, libre y transparente.

El escenario descrito permite afirmar que en Venezuela existe una profunda crisis
institucional que ha convertido al Estado de derecho en un Estado de facto, donde
todos los poderes públicos son ilegítimos e inconstitucionales, dado que ninguna de
sus autoridades ha sido designada o seleccionada según las normas constitucionales
ni respetando los principios más básicos para garantizar su autonomía, la separación
de poderes y la democracia, y lo que es más grave, bajo el visto bueno del TSJ.

¿Y a ti venezolano, cómo te afecta?

Desafortunadamente, 2021 llega para los venezolanos con un retroceso
institucional, que viene acompañado de la tragedia humanitaria y los estragos de la
pandemia de COVID-19, hechos que ponen al descubierto a un Gobierno ineficiente
que no atiende los continuos reclamos de los ciudadanos ante la grave y compleja
crisis que se vive, ni hace uso de su poder para restablecer la institucionalidad rota
por su propia mano.

La implantación de instituciones en desconocimiento a lo previsto por la
Constitución venezolana solo confirma la ruptura del orden constitucional y, en
consecuencia, del Estado de derecho, del respeto de los derechos humanos y de la
democracia.
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